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¿Podemos hablar de un sistema nacional de protección a los derechos humanos?
¿En qué instrumentos nacionales está plasmado? ¿Cuál es la importancia de la
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV) para la protección de
los derechos humanos? ¿Qué papel deben cumplir los jueces y juezas en el marco
de esta Constitución? ¿Qué mecanismos existen en el ordenamiento jurídico inter-
no para proteger los derechos humanos?

Para desarrollar este aspecto abordaremos dos temas: el primero referido a los
derechos humanos en la CRBV y el segundo a los mecanismos específicos que con-
templa la CRBV para garantizar los derechos de la población.
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Al finalizar el Módulo IV, el o la participante:

• Reconoce la normativa nacional que protege los derechos humanos.

• Reconoce el papel del juez o jueza en el marco de la CRBV.

• Tomando en consideración los casos presentados y la jurisprudencia nacional, 
identifica los mecanismos que se aplican según el ordenamiento jurídico interno
para la protección de los derechos humanos.

ObjetivosA

Contenidos

•   La CRBV: alcance en materia de derechos humanos. Supremacía de
los derechos humanos. Rango constitucional de los tratados internacionales.

•   Papel del Juez o jueza en la CRBV

•   Mecanismos de protección a los derechos humanos contemplados en la
CRBV: el Amparo Constitucional, el hábeas corpus, otros.

•   Análisis de casos y jurisprudencia nacional.
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Es importante que el o la participante:

• Desarrolle las actividades previas contempladas en el Módulo IV del 
manual, antes de la sesión presencial correspondiente.

• Realice las lecturas complementarias recomendadas.

• Participe activamente en las sesiones presenciales del taller.  

• Comparta sus experiencias en el campo de  defensa de los Derechos 
Humanos. Haga referencia a la problemática planteada en circunstancias 
concretas.

Recomendaciones

Antes de iniciar las  lecturas, reflexione acerca de la siguiente interrogante:

¿Cuáles de los mecanismos contemplados en  el ordenamiento jurídico
interno de la República Bolivariana de Venezuela que garantizan el 

respeto a los derechos humanos conoce usted y ha aplicado? 

Actividades Previas

C

D
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I) Los Derechos Humanos en la CRBV

Desde el nacimiento de las repúblicas, las Constitu-
ciones nacionales han venido funcionando como car-
tas de derechos humanos por tratarse de las leyes de
mayor jerarquía de una nación. La constatación de
que cada vez con mayor frecuencia el derecho cons-
titucional en los diversos países ha ido incorporando
de manera explícita la protección de los derechos
humanos, constituye un hecho muy positivo para
impulsar y fortalecer su protección en el ámbito nacio-
nal. En el caso venezolano, esto ha sido particular-
mente cierto. 

La Constitución de 1999 o Constitución de la
República Bolivariana de Venezuela, incorporó de
una manera muy importante la protección de los dere-
chos humanos, al punto de ser considerada entre las
más avanzadas del mundo en esta área. Sin embar-
go, sabemos que esto no es suficiente. La debilidad
que presentan hoy en día la mayoría de instituciones
democráticas, incluidas las que deben velar por los
derechos humanos, es un reflejo de que la existencia
de este marco normativo debe ser acompañado de
una voluntad política de concreción que parece estar
aún muy lejos. 

Uno de los elementos que interviene, junto con otros
factores de diverso orden, en la no aplicación de la
normativa nacional sobre derechos humanos, es el
desconocimiento generalizado que sobre este instru-
mento existe, no solo en las autoridades sino en la
misma población. Es por ello que con mucha frecuen-
cia tan importantes disposiciones caen en el vacío y
terminan por no tener aplicabilidad. Esto toca particu-
larmente a los jueces, encargados de velar por la apli-
cación de la CRBV.   

Podría decirse que la CRBV tiene algunas caracterís-
ticas particularmente importantes en materia de dere-
chos humanos. En primer lugar, los incorpora desde
las nociones esenciales que definen a la nación, es
decir, en los primeros artículos relativos a los propósi-
tos y fines últimos de la nación. 

En segundo lugar, los aborda desde una perspectiva
integral, reconociendo todos los derechos (civiles,
políticos, económicos, sociales y culturales) y dándo-
les a estos últimos una relevancia que no tenían en la
Constitución anterior. En tercer lugar, deja abierto el
reconocimiento de nuevos derechos, lo que le otorga
una enorme amplitud. 

Otros aspectos igualmente importantes se refieren a
las disposiciones relacionadas con el Derecho
Internacional de los Derechos Humanos, por ejemplo
en lo que se refiere al rango que se otorga a los trata-
dos internacionales y a los mecanismos estipulados
para su incorporación en el derecho interno. 

Por otra parte, incorpora de forma explícita en algu-
nas de sus disposiciones relacionadas con violacio-
nes de derechos humanos, el deber del Estado de
investigarlas, sancionarlas y repararlas a través de
diferentes medios (indemnización, atención especiali-
zada para las víctimas, etc).

Finalmente, la CRBV desarrolla lo relativo a los esta-
dos de excepción desde una óptica muy apegada al
Derecho Internacional de los Derechos Humanos,
estableciendo la imposibilidad de restringir las garan-
tías de algunos derechos fundamentales, entre ellos
el debido proceso. 

El siguiente cuadro resume los aspectos más relevan-
tes de la CRBV en materia de derechos humanos.  
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Preeminencia de los derechos humanos

Artículo 2: Venezuela se constituye en un Estado
democrático y social de Derecho y de Justicia, que
propugna como valores superiores de su ordena-
miento jurídico y de su actuación, la vida, la libertad,
la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia,
la responsabilidad social y en general, la preemi-
nencia de los derechos humanos, la ética y el plu-
ralismo político.

Protección de los derechos humanos 
como fin esencial del Estado

Artículo 3: El Estado tiene como fines esenciales la
defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a
su dignidad, el ejercicio democrático de la voluntad
popular, la construcción de una sociedad justa y
amante de la paz, la promoción de la prosperidad y
bienestar del pueblo y la garantía del cumplimien-
to de los principios, derechos y deberes recono-
cidos y consagrados en esta Constitución.

Reconocimiento de derechos y garantías.
Reconocimiento de principios básicos de los dere-
chos humanos: progresividad, no discriminación,
Interdependencia e indivisibilidad. Reconocimiento
de responsabilidad de los órganos del Poder
Público y del marco normativo que brindan los tra-
tados internacionales.

Título III: De los derechos humanos y garantías y de
los deberes (artículos 19 al 31).

Artículo 19: El Estado garantizará a toda persona,
conforme al principio de progresividad y sin discrimina-
ción alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible
e interdependiente de los derechos humanos. Su respe-
to y garantía son obligatorios para los órganos del
Poder Público de conformidad con esta Constitución,
con los tratados sobre derechos humanos suscritos y
ratificados por la República y con las leyes que los des-
arrollen.

Artículo 22. La enunciación de los derechos y garantí-
as contenidos en esta Constitución y en los instrumen-
tos internacionales sobre derechos humanos no debe
entenderse como negación de otros que, siendo inhe-
rentes a la persona, no figuren expresamente en ellos.
La falta de ley reglamentaria de estos derechos no
menoscaba el ejercicio de los mismos.

Precepto                                                           Artículo
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Jerarquía constitucional de los Tratados

Deber de investigar

Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones
relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados
por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y pre-
valecen en el orden interno, en la medida en que
contengan normas sobre su goce y ejercicio más
favorables a las establecidas por esta Constitución y
en las leyes de la República, y son de aplicación
inmediata y directa por los tribunales y demás órga-
nos del Poder Público.

Artículo 25. Todo acto dictado en ejercicio del Poder
Público que viole o menoscabe los derechos garan-
tizados por esta Constitución y la ley es nulo, y los
funcionarios públicos y funcionarias públicas que lo
ordenen o ejecuten incurren en responsabilidad
penal, civil y administrativa, según los casos, sin que
les sirvan de excusa órdenes superiores.

Artículo 29. El Estado estará obligado a investigar y
sancionar legalmente los delitos contra los derechos
humanos cometidos por sus autoridades. Las accio-
nes para sancionar los delitos de lesa humanidad,
violaciones graves a los derechos humanos y los crí-
menes de guerra son imprescriptibles. Las violacio-
nes de derechos humanos y los delitos de lesa
humanidad serán investigados y juzgados por los tri-
bunales ordinarios. Dichos delitos quedan excluidos
de los beneficios que puedan conllevar su impuni-
dad, incluidos el indulto y la amnistía.

Artículo 30. El Estado tendrá la obligación de
indemnizar integralmente a las víctimas de violacio-
nes de los derechos humanos que le sean imputa-
bles, o a su derechohabientes, incluido el pago de
daños y perjuicios.

Artículo 31. Toda persona tiene derecho, en los tér-
minos establecidos por los tratados, pactos y con-
venciones sobre derechos humanos ratificados por
la República, a dirigir peticiones o quejas ante los
órganos internacionales creados para tales fines,
con el objeto de solicitar el amparo a sus derechos
humanos.
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Derechos civiles y políticos Artículos 43 a 61

Derechos políticos Artículos 62 a 74

Derechos culturales y educativos Artículos 98 a 111

Derechos económicos Artículos 122 a 118

Derechos de los Pueblos indígenas Artículos 119 al 126

Derechos ambientales Artículos 127 a 129

Regulación de los estados de excepción

Artículo 337. El Presidente o Presidenta de la
República, en Consejo de Ministros, podrá decretar
los estados de excepción. Se califican expresamen-
te como tales las circunstancias de orden social,
económico, político, natural o ecológico, que afecten
gravemente la seguridad de la Nación, de las institu-
ciones y de los ciudadanos y ciudadanas, a cuyo
respecto resultan insuficientes las facultades de las
cuales se disponen para hacer frente a tales hechos.
En tal caso, podrán ser restringidas temporalmente
las garantías consagradas en esta Constitución,
salvo las referidas a los derechos a la vida, prohibi-
ción de incomunicación o tortura, el derecho al debi-
do proceso, el derecho a la información y los demás
derechos humanos intangibles.

Artículo 339. El Decreto que declare el estado de
excepción, en el cual se regulará el ejercicio del dere-
cho cuya garantía se restringe, será presentado, den-
tro de los ocho días siguientes de haberse dictado, a la
Asamblea Nacional, o a la Comisión Delegada, para
su consideración y aprobación, y a la Sala
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, para
que se pronuncie sobre su constitucionalidad. El
Decreto cumplirá con las exigencias, principios y
garantías establecidos en el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos y en la Convención
Americana sobre Derechos Humanos. El Presidente 
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o Presidenta de la República podrá solicitar su pró-
rroga por un plazo igual, y será revocado por el
Ejecutivo Nacional o por la Asamblea Nacional o por
su Comisión Delegada, antes del término señalado,
al cesar las causas que lo motivaron. La declaración
del estado de excepción no interrumpe el funciona-
miento de los órganos del Poder Público.

Base de la legitimidad y autoridad 
del régimen político

Artículo 350. El pueblo de Venezuela, fiel a su tradi-
ción republicana, a su lucha por la independencia, la
paz y la libertad, desconocerá cualquier régimen,
legislación o autoridad que contraríe los valores,
principios y garantías democráticos o menoscabe los
derechos humanos.

Los derechos asociados a la justicia en la CRBV

Acceso a la Justicia

Artículo 26. Toda persona tiene derecho de acceso
a los órganos de administración de justicia para
hacer valer sus derechos e intereses, incluso los
colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mis-
mos y a obtener con prontitud la decisión correspon-
diente. El Estado garantizará una justicia gratuita,
accesible, imparcial, idónea, transparente, autóno-
ma, independiente, responsable, equitativa y expedi-
ta, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o repo-
siciones inútiles.

Artículo 27. Toda persona tiene derecho a ser
amparada por los tribunales en el goce y ejercicio de
los derechos y garantías constitucionales, aun de
aquellos inherentes a la persona que no figuren
expresamente en esta Constitución o en los instru-
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mentos internacionales sobre derechos humanos.El
procedimiento de la acción de amparo constitucional
será oral, público, breve, gratuito y no sujeto a for-
malidad, y la autoridad judicial competente tendrá
potestad para restablecer inmediatamente la situa-
ción jurídica infringida o la situación que más se
asemeje a ella. Todo tiempo será hábil y el tribunal
lo tramitará con preferencia a cualquier otro asunto.
La acción de amparo a la libertad o seguridad podrá
ser interpuesta por cualquier persona, y el detenido
o detenida será puesto o puesta bajo la custodia del
tribunal de manera inmediata, sin dilación alguna. El
ejercicio de este derecho no puede ser afectado, en
modo alguno, por la declaración del estado de
excepción o de la restricción de garantías constitu-
cionales.

Debido proceso

Artículo 49. El debido proceso se aplicará a todas
las actuaciones judiciales y administrativas; en con-
secuencia:      

1. La defensa y la asistencia jurídica son derechos
inviolables en todo estado y grado de la investiga-
ción y del proceso. Toda persona tiene derecho a
ser notificada de los cargos por los cuales se le
investiga, de acceder a las pruebas y de disponer
del tiempo y de los medios adecuados para ejercer
su defensa. Serán nulas las pruebas obtenidas
mediante violación del debido proceso. Toda per-
sona declarada culpable tiene derecho a recurrir
del fallo, con las excepciones establecidas en esta
Constitución y la ley.      

2. Toda persona se presume inocente mientras no se
pruebe lo contrario.      

3. Toda persona tiene derecho a ser oída en cual-
quier clase de proceso, con las debidas garantías y
dentro del plazo razonable determinado legalmente,
por un tribunal competente, independiente e impar-
cial establecido con anterioridad. Quien no hable
castellano o no pueda comunicarse de manera ver-
bal, tiene derecho a un intérprete. 
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4. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por sus
jueces naturales en las jurisdicciones ordinarias, o
especiales, con las garantías establecidas en esta
Constitución y en la ley. Ninguna persona podrá ser
sometida a juicio sin conocer la identidad de quien la
juzga, ni podrá ser procesada por tribunales de
excepción o por comisiones creadas para tal efecto.  
5. Ninguna persona podrá ser obligada a confesarse
culpable o declarar contra sí misma, su cónyuge,
concubino o concubina, o pariente dentro del cuarto
grado de consanguinidad y segundo de afinidad.
La confesión solamente será válida si fuere hecha
sin coacción de ninguna naturaleza.      
6. Ninguna persona podrá ser sancionada por actos
u omisiones que no fueren previstos como delitos,
faltas o infracciones en leyes preexistentes.      
7. Ninguna persona podrá ser sometida a juicio por
los mismos hechos en virtud de los cuales hubiese
sido juzgada anteriormente.      
8. Toda persona podrá solicitar del Estado el resta-
blecimiento o reparación de la situación jurídica
lesionada por error judicial, retardo u omisión injusti-
ficados. Queda a salvo el derecho del o de la parti-
cular de exigir la responsabilidad personal del magis-
trado o de la magistrada, del juez o de la jueza; y el
derecho del Estado de actuar contra éstos o éstas. 

Jueces como garantes de la Constitución

Artículo 334. Todos los jueces o juezas de la República,
en el ámbito de sus competencias y conforme a lo previsto
en esta Constitución y en la ley, están en la obligación de
asegurar la integridad de esta Constitución. 

En caso de incompatibilidad entre esta Constitución y una
ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones
constitucionales, correspondiendo a los tribunales en cual-
quier causa, aun de oficio, decidir lo conducente.

Corresponde exclusivamente a la Sala Constitucional del
Tribunal Supremo de Justicia, como jurisdicción constitucio-
nal, declarar la nulidad de las leyes y demás actos de los
órganos que ejercen el Poder Público dictados en ejecución
directa e inmediata de esta Constitución o que tengan
rango de ley, cuando colidan con aquella. 



Actividades de Desarrollo

316

Realice con detenimiento la Lectura Nº 9 de la página 331 preparada por Jesús María Casal,
abogado y Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés Bello de
Caracas.

Realice un análisis comparativo entre la Constitución de 1961 y la CRBV y responda:

¿Cuáles han sido, a su juicio, los más importantes avances de la CRBV en materia de derechos
humanos, con respecto a la Constitución de 1961?1
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¿Son compatibles las disposiciones de la CRBV con los principios de aplicación e interpretación del DIDH?2

¿Cuáles cree que son los principales retos en la aplicación de la CRBV?3
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II) Los mecanismos nacionales de 
protección a los derechos humanos

La CBRV ha previsto ciertos mecanismos que permiten
hacer efectivos los derechos consagrados en ella, los cua-
les deben ser atendidos por los jueces para preservar los
derechos humanos de los afectados.
De acuerdo con los contenidos del derecho a la justicia,
estos mecanismos deben ser expeditos, sencillos y de fácil
acceso para la población. Aun cuando podría decirse que
los mecanismos contemplados en la CRBV cumplen de
manera general con estas condiciones, en la práctica se
han visto afectados por cuestiones como la falta de celeri-
dad, la falta de aplicación en los momentos de emergencia
y el propio desconocimiento de su pertinencia en la protec-
ción de derechos específicos, como es el caso de los
DESC, todo lo cual los ha hecho poco efectivos.

El Amparo Constitucional

Esta figura existe en nuestro ordenamiento constitucional
desde hace varios años. Aun cuando ha sido renovada en la
Constitución de 1999, la ley que la regula es del año 1988.

En la CRBV está contemplada en el artículo 27, el cual esta-
blece que:

Toda persona tiene derecho a ser amparada por los
tribunales en el goce y ejercicio de los derechos y
garantías constitucionales, aun de aquellos inheren-
tes a la persona que no figuren expresamente en
esta Constitución o en los instrumentos internaciona-
les sobre derechos humanos.

El procedimiento de la acción de amparo constitucio-
nal será oral, público, breve, gratuito y no sujeto a
formalidad, y la autoridad judicial competente tendrá

potestad para restablecer inmediatamente la situa-
ción jurídica infringida o la situación que más se ase-
meje a ella. Todo tiempo será hábil y el tribunal lo tra-
mitará con preferencia a cualquier otro asunto.
El ejercicio de este derecho no puede ser afectado,
en modo alguno, por la declaración del estado de
excepción o de la restricción de garantías constitu-
cionales.

Como se desprende de este artículo, se trata de un meca-
nismo que se estipula como breve y sencillo y cuyo fin es
restituir la situación jurídica infringida, es decir, poner fin a la
violación de los derechos que esté siendo denunciada. Se
ejerce ante tribunales competentes e independientes, quie-
nes deben responder a la misma en los lapsos establecidos.
Permite proteger derechos civiles, políticos, económicos,
sociales y culturales. 

En Venezuela, este mecanismo ha sido utilizado con mayor
frecuencia que en otros países para la protección de intere-
ses colectivos y difusos y entre ellos derechos económicos,
sociales y culturales. 

Destacan, por ejemplo, el derecho de los enfermos de
VIH/sida a ser provistos por el Estado de los medicamentos
que requieren para su enfermedad; la restitución de la educa-
ción gratuita en la Universidad Simón Bolívar o la defensa de
los derechos de los ex trabajadores de Viasa a recibir su jubi-
lación por parte del Estado, por mencionar sólo algunos. 

El hábeas corpus
El hábeas corpus es una figura que existe en la mayoría de
los ordenamientos legales del mundo y que protege el dere-
cho a la libertad personal mediante una petición expresa a
los tribunales. Ha sido de enorme utilidad, no solo para
combatir las detenciones arbitrarias, sino también para evi-
tar desapariciones forzadas y violaciones a la integridad físi-
ca, pues supone la comparecencia inmediata del detenido
ante los Tribunales.

La CRBV lo contempla en el párrafo 3 del mismo artículo 27,
el cual reza: 

La acción de amparo a la libertad o seguridad podrá
ser interpuesta por cualquier persona, y el detenido
o detenida será puesto o puesta bajo la custodia del
tribunal de manera inmediata, sin dilación alguna. 

� ”… no accede a la justicia, quien no recibe
justicia; puede, eso sí, tener acceso al tribu-

nal, intervenir en diligencias, probar, alegar e
impugnar, pero nada de eso, si vemos el asunto
con rigor y realismo, es acceso a la justicia…”

Sergio García Ramírez, Magistrado de la Corte  IDH

Lectura Básica
Los Mecanismos Nacionales 

de Protección a 
los Derechos Humanos



Al igual que la acción de Amparo, el hábeas corpus no se ve
afectado ante medidas de emergencia (suspensión de
garantías, estados de excepción).

En el ámbito universal y regional este mecanismo se
encuentra previsto en los artículos 8 de la DUDH, 9.4 del
PIDCP y 7.6 y 25 de la Convención Americana de Derechos
Humanos. Un aspecto de suma importancia que debe que-
dar claro, especialmente por las implicaciones que tiene en
los casos de emergencia o excepción, es que los derechos
consagrados en la Constitución Nacional no pueden ser
objeto de ningún tipo de restricción, pues se trata de dere-
chos de carácter irreversible, irrenunciable e innegociable.
Por su parte, las garantías o mecanismos mediante los cua-
les se concretan pueden ser objeto de ciertas restricciones
cuando sea absolutamente necesario (bajo situaciones o
estados de emergencia previamente estipulados y previstos
en la ley), o cuando tengan carácter temporal y su fin sea
precisamente la preservación de derechos.

En lo que toca a la administración de justicia, esto queda
claramente establecido en el artículo 337 de la CRBV,
según el cual: 

El Presidente o Presidenta de la República, en
Consejo de Ministros, podrá decretar los estados de
excepción. Se califican expresamente como tales las
circunstancias de orden social, económico, político,
natural o ecológico, que afecten gravemente la segu-
ridad de la Nación, de las instituciones y de los ciu-
dadanos y ciudadanas, a cuyo respecto resultan
insuficientes las facultades de las cuales se dispo-
nen para hacer frente a tales hechos. En tal caso,
podrán ser restringidas temporalmente las garantías
consagradas en esta Constitución, salvo las referi-
das a los derechos a la vida, prohibición de incomu-
nicación o tortura, el derecho al debido proceso, el
derecho a la información y los demás derechos
humanos intangibles.

El hábeas data
En términos generales, este recurso protege el derecho a la
información y a la privacidad de las personas. Se trata de un
recurso de muy reciente incorporación en el ordenamiento
jurídico del país y por tanto novedoso para los venezolanos.
Del contenido del artículo 28 de la CRBV, se desprende que
este recurso tiene dos vertientes: la de proteger el acceso
del individuo a información sobre sí mismo contenida en

archivos públicos o privados -y a solicitar su rectificación en
caso de que sea necesario-, y la de proteger el derecho a
acceder a información que sea de utilidad pública. 

El Código Orgánico Procesal Penal

El Código Orgánico Procesal Penal (COPP) constituye el
instrumento que establece los procedimientos penales en
Venezuela. Fue aprobado en el año 1998, constituyendo un
paso muy importante en el proceso de adecuación de la
legislación interna a la normativa internacional en materia
de justicia. Puede decirse que con la aprobación de este
Código ocurre un cambio de paradigma en el que se pasa
de un sistema inquisitorio -cuya característica era la presun-
ción de culpabilidad del imputado-, a un sistema acusatorio
-donde se presume la inocencia de la persona y en tal sen-
tido se prevén los mecanismos que garanticen una adecua-
da investigación y juicio.

El COPP ha sido objeto de muchas críticas, especialmente
aquellas que le imputan responsabilidad directa por el
aumento de la delincuencia social. Esto puede entenderse
como una consecuencia de las resistencias de la sociedad
y las mismas autoridades a asumir esta nueva perspectiva,
cuando durante tanto tiempo se ha estado compartiendo un
paradigma totalmente contrario. Será preciso aún -y en ello
tienen una responsabilidad fundamental los jueces-, ganar
voluntades para vencer estas resistencias.  

La protección de los derechos económicos,
sociales y culturales

Con más frecuencia de lo deseable, la protección de los
derechos económicos, sociales y culturales queda relega-
da. Las razones ya han sido esbozadas en los módulos
anteriores, pero podrían resumirse en la percepción de que no
existen suficientes mecanismos para hacerlos justiciables.  

La justiciabilidad de los DESC constituye un reto a asumir
con prontitud. En Venezuela se han dado pasos importan-
tes, pero es necesario que se fortalezca la exigencia de
estos derechos a través del uso de los mecanismos estipu-
lados para ello. En este fortalecimiento los jueces tienen
también un importante papel que jugar. Es a través de sus
decisiones que se podrán hacer realmente efectivos y justi-
ciables estos derechos. 
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Realice la Lectura Nº 10 de la página 343, preparada por el abogado José Gregorio Guarenas, miembro de la
Vicaría Episcopal de Derechos Humanos de la Arquidiócesis de Caracas.

Elabore un cuadro comparativo entre los artículos del PIDCP (artículo 2), la CADH (artículo 25), la CRBV (artícu-
lo 27) y el COPP (Título Preliminar), relativos a los recursos efectivos. 

Para ello utilice el siguiente cuadro:

PIDCP CADH CRBV COPP

¿Se adecuan los recursos nacionales a lo establecido en los instrumentos internacionales de protección?
�

1
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¿Qué obligaciones para los jueces y juezas están contenidas en el artículo 27 de la CRBV?

�
¿Cómo ha sido su efectividad en la práctica? ¿Han permitido proteger todo tipo de derechos?
¿Qué obstáculos han enfrentado?

�
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A la luz de las Opiniones Consultivas N° 8 y 9 (ver anexo Jurisprudencia) de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos relativas a las garantías judiciales en estados de excepción, analice:

2
¿Cómo se han aplicado en Venezuela?

Resuelva los siguientes ejercicios prácticos:

N° 1:

El día martes 21 de diciembre de 1999, aproximadamente a las 7:30 p.m, el ciudadano
Humberto López, de 24 años de edad, se encontraba sentado en la puerta de un colegio, ubi-
cado en el estado de Tamarindo; lugar en el cual se encontraban refugiadas algunas familias
de damnificados, entre las cuales se encontraba la suya. A esa misma hora comenzaba un
“toque de queda,” no decretado oficialmente por el Gobierno Tamarindo. El toque de queda
comenzaba cuando efectivos militares pertenecientes al Batallón Mercurio sonaban pitos para
que todos se refugiaran en sus hogares. Ese día el ciudadano López, en vez de entrar al cole-
gio, se quedó sentado en la puerta. 

Al verlo, los militares le preguntaron si había visto correr a alguien y él contestó que no.
Inmediatamente, un sargento de apellido Tirzo, quien dirigía el grupo militar, acompañado de
aproximadamente 7 efectivos, que vestían uniforme y boina verde oliva, le indicó con tono ame-
nazante que los estaban cazando, lo arrojó al suelo y comenzaron a darle patadas.
Posteriormente, le quitaron los zapatos y con las trenzas le amarraron las manos en la espal-
da, mientras el militar decía “mátalo, mátalo, que ese es un perro sarnoso. Ese es un delincuen-
te, dale duro”, y lo seguía golpeando. Ante tal situación intervinieron los padres de la víctima y
otras personas que se encontraban en el colegio, solicitando que no lo maltrataran y que lo
dejaran en libertad, pero los efectivos militares lo detuvieron. Al llevárselo dijeron:  “Si quieren
rescatarlo, rescátenlo después, cuando se lo haya tragado la oscuridad”.

Un testigo afirma que observó cuando el joven era trasladado por una comisión militar hacia un
sector denominado El Rincón, mientras era golpeado fuertemente, al igual que otras 2 perso-
nas que también se encontraban detenidas.  Al día siguiente, los padres del joven López fue-
ron a preguntarle al sargento de apellido Tirzo por su hijo, pero este les informó que había sido
entregado a la Policía Nacional. Los familiares del ciudadano López lo han buscado en distin-
tos lugares del Estado de Tamarindo, sin obtener algún resultado.

a) Identifique qué derechos son violados en el caso citado a la luz de la Constitución de
Venezuela, de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, y aplique la normativa adecuada al caso.

�
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b) Con base en la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 29 de Julio de
1998 (caso Manfredo Velásquez Rodríguez), explique en qué consiste la ineficacia del Recurso de
hábeas corpus (ver artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos).

�

c) Elabore un recurso de hábeas corpus con los hechos del caso citado y fundaméntelo jurídicamen-
te en los instrumentos nacionales e internacionales de derechos humanos.�



325

Actividades de Desarrollo

Nº 2

Una persona es procesada y condenada, en sentencia definitivamente firme, a una pena de
veinte (20) años, por la comisión de un delito contra las personas. Al cumplir íntegramente su
pena, solicita por escrito ante los órganos policiales y ante los tribunales que sean destruidos
sus antecedentes penales, en virtud de que cada vez que va a solicitar empleo, el potencial
empleador no le da trabajo por sus antecedentes penales. Las autoridades a las que se dirigió
le responden que no es posible destruir sus antecedentes penales, sin mayor explicación. ¿Es
procedente la solicitud de esta persona, la destrucción de sus antecedentes penales, con base
en el recurso de hábeas data?

a) Revisar concepto de recurso hábeas data 
b) Revisar artículo 28 de la CRBV
c) Revisar artículo 50 de la CRBV
d) Revisar Sentencia No. 1050 del 23/08/00 

N° 3:

El Consejo Directivo de una universidad pública venezolana determinó que el nivel de ingresos
de la mayoría de sus estudiantes permitía establecer el cobro de una cantidad de dinero. En
tal sentido, dicho Consejo emitió una resolución en la que establecía el pago mensual de Bs.
60.000 por estudiante como requisito para cursar estudios en su recinto. Como consecuencia
de dicha resolución un grupo de estudiantes vio afectada su posibilidad de continuar sus estu-
dios, mientras que otros, que se disponían a ingresar, no pudieron hacerlo.

Responda:

a) ¿Qué derechos se han violado?�
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b) ¿Ha incumplido el Estado venezolano con sus obligaciones en materia de protección a los dere-
chos humanos? Determine con cuáles, con base en el PIDESC, la CADH y la CRBV.�

c) ¿Es posible, a su juicio, introducir un Amparo Constitucional en este caso? Argumente su respuesta.
�
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3 Realice la Lectura N° 11 de la página 357, preparada por Alirio Abreu Burelli, acerca de la protección de los
intereses colectivos y difusos en la CRBV y responda:

¿Qué pasos se han dado recientemente para alcanzar la protección de estos derechos en Venezuela?�
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¿Conoce alguna decisión al respecto que haya sentado jursiprudencia?

¿Qué importancia cree usted que tiene la protección de estos derechos para la 
justiciabilidad de los DESC?

�

�


